CAPÍTULO XXVI.- CONCLUSIÓN: ESQUEMA DE ALTERNATIVAS LEGALES DE DESCENTRALIZACIÓN, DELEGACIÓN Y PRIVATIZACIÓN

1. Las modalidades de descentralización, delegación y privatización

En este capítulo se intenta un ejercicio de descripción de diferentes alternativas de transferencia de actividades del sector público al sector privado y la enumeración de los instrumentos jurídicos que se requieren para conseguirlo, conforme a la Ley de Modernización.

Se hace un ejercicio de análisis en unas pocas entidades públicas de la naturaleza de las actividades que manejan y las alternativas de la transferencia de esas actividades al sector privado o de la racionalización de su manejo en manos del Estado. También se esboza el contenido de una normativa legal necesaria para la transferencia al sector privado de las actividades descritas, así como los contratos requeridos.

Sobre las modalidades de delegación XE "delegación"  y privatización XE "privatización"  trata el Art. 43 de la Ley de Modernización. El Art. 17 de la Ley de Modernización adelanta algunas de las posibilidades de transformación de entidades públicas, incluyendo la supresión. El Art. 17 también dispone que se exceptúan de estas reorganizaciones estructurales y supresiones las entidades autónomas XE "entidad:autónoma"  establecidas por la Constitución y otras pocas más que enumera el mismo Art. 17. Se debe entender que tales excepciones también aplican a este Art. 43 que se comenta, aunque no se lo diga expresamente. Las figuras jurídicas establecidas para estos propósitos de delegación y privatización de explotación de recursos naturales pertenecientes al dominio público del Estado y prestación de servicios públicos XE "servicios públicos:prestación de"  determinados por la Constitución XE "Constitución"  provienen de la legislación societaria XE "Derecho Societario" , del derecho administrativo XE "Derecho Administrativo"  y del derecho civil XE "Derecho Civil"  y mercantil XE "Derecho Mercantil" :

1)
La legislación societaria determina el establecimiento de sociedades anónimas por acciones, establecidas con el aporte de bienes del Estado;

2)
Por la Ley de Modernización se establece que las normas existentes sobre arrendamiento mercantil XE "arrendamiento mercantil"  también puedan ser aplicadas a las entidades públicas. Principalmente se referiría a la posibilidad del arriendo con opción de compra de "actividades económicas" del Estado o empresas públicas XE "empresa pública"  de su propiedad. La concesión de uso, servicio público o de obra pública, XE "concesión:de uso, servicio público o de obra pública,"  es una figura del derecho administrativo, que se puede utilizar para la delegación de servicios públicos reservados al Estado o para la construcción de obra pública. En este último caso no existe ni delegación ni privatización alguna. Se consagra también el principio de que los recursos naturales XE "recursos naturales:no renovables"  no renovables, pertenecientes al dominio público del Estado, se explotarán por empresas públicas, mixtas o privadas XE "empresa privada" 

 XE "empresa pública" 

 XE "compañía de economía mixta"  (Art. 247 de la Constitución), conforme lo determinado en la legislación de hidrocarburos y Ley de Minería XE "Ley de Minería" 

 XE "Ley de Hidrocarburos" . Así, en todo caso en que no exista una ley que regule el tema, los recursos naturales podrán ser explotados por particulares mediante uno de los indicados contratos, que pueden ser de índole civil, mercantil o administrativa.

3)
La venta de “bienes fiscales XE "bienes:venta de" ” del Estado, incluyendo la “capitalización XE "capitalización" ”, traspaso de acciones XE "compañías anónimas de capitales públicos:venta de acciones" 

 XE "compañía de economía mixta:venta de acciones"  de compañías públicas y mixtas que presten los servicios públicos establecidos en la Constitución XE "Constitución"  (Art. 249) se deberá conformar a la legislación pública existente (Reglamento de Bienes XE "Reglamento de Bienes del Sector Público" , Ley de Presupuestos del Sector Público XE "Ley de Presupuestos del Sector Público" ) o según al derecho civil o mercantil principalmente, incluyendo la Ley de Compañías XE "Ley de Compañías" . En efecto, la Ley de Modernización XE "Ley de Modernización"  se refiere a "cualquier otra modalidad ... amparada por la Ley ecuatoriana"

4)
Se reitera una potestad que la Ley de Modernización asigna al Ejecutivo en el Art. 17 de "fusionar", "reorganizar y suprimir" entidades públicas, todo lo cual comprende lo que señala el Art. 43, d) de la Ley de Modernización: "Transformación, fusión, escisión y liquidación de empresas estatales XE "empresa estatal"  o mixtas". Como se ha visto en este trabajo, bajo la denominación de "empresas estatales" se entienden incluidas tanto las entidades de derecho público en forma de empresa, como las sociedades anónimas  —de derecho privado. Debe entenderse que este numeral se refiere a empresas con personalidad jurídica de derecho público, porque para las de derecho privado no se requiere de una autorización legal, bastando la simple aplicación de lo determinado en la Ley de Compañías XE "Ley de Compañías"  o la legislación que regula el tema específico, como en el caso de la telefonía. Por supuesto que la "transformación, fusión, escisión y liquidación" se pueden interpretar también como acciones complementarias a las constituir una empresa o dependencia pública como sociedad anónima, conforme al Art. 43, a), y después entrar a las fusiones, transformaciones, etc., a que se refiere esta letra d) del mismo Art. 43*.

Cuando estas figuras se apliquen a la "desmonopolización" o a la "privatización" se podrán aplicar los "mecanismos" enumerados en el Art. 56 de la Ley de Modernización: licitación pública nacional o internacional, oferta en la Bolsa de Valores XE "Bolsas de Valores" , suscripción de acciones o subasta pública y, de nuevo, "cualquier otro mecanismo jurídico siempre que se encuentre amparado y reconocido por la ley ecuatoriana". Por esto último, se dijo líneas arriba, se debe entender cualquier medio de transferencia de la tenencia o de la posesión contenido en el Código Civil XE "Código Civil" , principalmente, pero también en el Código de Comercio XE "Código de Comercio" .

Se debe distinguir entre "delegación total o parcial" y "transferencia definitiva", que es la clasificación que hace el Art. 42, b). La delegación se aplica a los servicios públicos que asume el Estado (Art. 249). Con la delegación, el Estado todavía se reserva una regulación, control y seguimiento del servicio público de que se trate. En cambio, la transferencia definitiva al sector privado, significa que en el futuro el Estado se desentiende de la actividad o servicio que pase a ser desempeñado por particulares, como en el caso de venta de productos alimenticios que realizaba ENPROVIT, que con la supresión de esta empresa, es una actividad que abandona el Estado en forma definitiva; sin perjuicio, obviamente del cumplimiento de las leyes que en general deben cumplir todas las personas naturales y jurídicas en el Ecuador.

Se debe recordar, por otra parte, que la "delegación XE "delegación" " en la Carta Suprema se aplica exclusivamente a servicios públicos, que además puede o no incluir transferencia de activos. Asimismo, la sola transferencia de activos (como equipos o inmuebles y en general instalaciones) en la actualidad afectados a la explotación de bienes del dominio público, siempre que no se trate de los yacimientos mismos, es perfectamente legal y no implica ninguna delegación. Finalmente, pueden venderse a los particulares activos afectados a un servicio público y "delegarse" la prestación del servicio público a un tercero sin transferencia de bienes.

Los "mecanismos" del Art. 56 Ley de Modernización se aplican tanto a "servicios públicos" cuanto a "bienes" fiscales.

2. Entidades que controlan y explotan recursos naturales

Manejo y explotación de recursos naturales

Los recursos naturales no renovables, como las minas y el petróleo están incluidos en la Constitución en forma general como "productos del subsuelo XE "productos del subsuelo" , … minerales y sustancias cuya naturaleza sea distinta de la del suelo, incluso los que se encuentran en las áreas cubiertas por las aguas del mar territorial”*. Están sujetos a leyes específicas, como la Ley de Hidrocarburos XE "Ley de Hidrocarburos"  y la Ley de Minería XE "Ley de Minería" . La legislación encarga estas actividades a entidades públicas especializadas que básicamente tienen una instancia política  —Ministerio de Energía y Minas XE "Ministerio de Energía y Minas" — y una operacional  —PETROECUADOR XE "PETROECUADOR"  y sus filiales para el petróleo.

La Constitución establece el “derecho soberano” del Estado sobre “la diversidad biológica XE "diversidad biológica" , reservas naturales, áreas protegidas XE "áreas protegidas"  y parques nacionales”, que además de ser redundante ni añade ni quita nada al dominio de estos recursos ni a su uso y aprovechamiento, que están sujetos principalmente a la Ley Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre XE "Ley Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre"  y al Convenio de la Diversidad Biológica XE "Convenio de la Diversidad Biológica" . La Ley Forestal define los patrimonios "forestal" y "de áreas naturales del Estado", cuyo manejo se encarga al Estado, a través de Ministerio de Medio Ambiente. Además la Ley de Creación del extinguido INEFÁN también hace referencia a las áreas silvestres y marginales. La Ley Forestal autoriza la explotación que pueden hacer los particulares del recurso forestal.

Naturaleza de los bienes y alternativas de transferencia al sector privado

Los bienes sobre los que actúan estas entidades (patrimonio forestal, patrimonio de áreas forestales del Estado, bienes del subsuelo) constituyen dominio público XE "dominio público"  y dominio patrimonial XE "dominio patrimonial"  del Estado, que tienen la característica de ser inalienables, imprescriptibles e inembargables, vale decir que no se pueden transferir a los particulares.

Alternativas de uso y aprovechamiento por parte del sector privado

En cambio, sobre estos bienes existen alternativas para su uso y aprovechamiento, determinadas por las leyes:

- Concesión XE "concesión"  (minería, explotación forestal);

- "[C]ontratos XE "contratos de hidrocarburos"  de asociación, de participación, de prestación de servicios para exploración y explotación de hidrocarburos o mediante otras formas contractuales de delegación vigentes en la legislación ecuatoriana" (hidrocarburos)*;

- Concesión de obra pública o concesión de servicios públicos para la construcción de oleoducto transecuatoriano (Arts. 43, c y 46 de la Ley de Modernización);

- Derecho de aprovechamiento de aguas XE "derechos de aprovechamiento de aguas"  (Ley de Aguas XE "Ley de Aguas"  y Ley de Desarrollo Agrario XE "Ley de Desarrollo Agrario" );

- Construcción de sistemas de riego XE "riego:construcción de sistemas de"  por cuenta de inversionistas privados o de los usuarios y recuperación de las inversiones;

- Transferencia de sistemas de riego público a los usuarios (Decretos ejecutivos de creación del Consejo Nacional de Recursos Hídricos XE "Consejo Nacional de Recursos Hídricos" ).

En algunos de estos casos, con anterioridad a la Ley de Modernización, era posible la explotación privada. Además, se encontraba vigente una ley para la construcción de infraestructura vial y de servicios de transportación, que no se conoce que haya sido aplicada*.

Medidas de racionalización

En estas áreas la medida de racionalización XE "racionalización"  que permite la Ley de Modernización es de limitar la acción del Estado al control de las actividades y eliminar su operación XE "operación" , dejando esta para el sector privado. Para las compañías y empresas que vayan a quedar en manos del Estado, se requiere una ley que establezca la introducción obligatoria de contabilidad XE "contabilidad"  y estados financieros XE "estados financieros"  auditados por empresas independientes de prestigio internacional, realizar e inscribir inventarios de inmuebles, equipos y, en general instalaciones; así como establecer una clara distinción entre los bienes del dominio público que manejan o aprovechan, el precio que deben pagar al Estado por su uso o explotación, el monto de las amortizaciones y revalorizaciones, así como los intereses correspondientes y la determinación de los centros de costo respectivos. Sobre los excedentes, se debería establecer el pago de impuestos, pudiendo invertir lo restante, si existe.

Instrumentación jurídica

Los instrumentos jurídicos necesarios para esta racionalización son: reforma y aplicación de las leyes sobre explotación directa de las entidades públicas operadoras correspondientes. Las reformas podrían ser en el sentido de suspender la explotación directa o de limitarla a las actividades actuales, reservando toda futuro aprovechamiento para los capitales privados, sometidos al control por parte de los organismos de control respectivos. Las normas afectadas serían principalmente: a. Ley de Hidrocarburos XE "Ley de Hidrocarburos" ; b. Ley de PETROECUADOR XE "Ley de PETROECUADOR" ; c. Ley de Minería XE "Ley de Minería" ; d. Ley Forestal XE "Ley Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre" ; y, e. Ley de Aguas XE "Ley de Aguas" .

En los otros casos citados, son suficientes las normas actuales, aunque se requiere de una mayor especificación acerca de la construcción de sistemas de riego y recuperación de las inversiones.

3. Entidades que prestan servicios públicos

Las actividades de servicio público

Según la doctrina, el objetivo de las entidades de servicios públicos XE "servicios públicos"  es la prestación de actividades cuyo cumplimiento debe ser asegurado, regulado y controlado*. Estos servicios se encuentran  determinados expresamente en la Constitución:

- Suministro de agua potable y de riego, 

- Saneamiento,

- Fuerza eléctrica,

- Telecomunicaciones,

- Vialidad,

- Facilidades portuarias, y 

- Otros de naturaleza similar*
Estos otros servicios públicos —es decir servicios que el Estado se encuentra obligado a asegurar a la población bajo los principios de “eficiencia, responsabilidad, universalidad, accesibilidad, continuidad y calidad”, se encuentran en otras provisiones constitucionales:

- La educación (Art. 66 de la Carta Suprema). Sobre este asunto dice la Ley de Modernización que el Estado deberá atender su obligación constitucional de atender la educación (Art. 41, Ley de Modernización).

- La salud pública (Art. 45 de la Carta Suprema y 41, Ley de Modernización).

- La seguridad social (Arts. 55 y 56 de la Constitución);

- Correos —no consta en el texto constitucional.

En estas áreas, se desarrollan actividades estatales de control XE "control:actividades de"  (Ministerio de Educación XE "Ministerio de Educación" , Consejo Superior del Seguro Social, Municipalidades XE "municipalidad" , superintendencias XE "superintendencias" , Consejo Superior de Puertos XE "Consejo Superior de Puertos" ); y de prestación directa (Escuelas fiscales y municipales, Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social XE "Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social" —IESS), Empresas municipales de agua potable, Empresa Provincial de Agua Potable y Alcantarillado del Guayas, XE "Empresa Provincial de Agua Potable y Alcantarillado del Guayas"  ANDINATEL S.A XE "ANDINATEL" . y PACIFICTEL S.A XE "PACIFICTEL" . corporaciones regionales de desarrollo XE "corporaciones regionales de desarrollo"  —para obras de riego, autoridades portuarias, correos, etc.).

Naturaleza de los bienes y alternativas de transferencia al sector privado

En las indicadas actividades la naturaleza de los bienes y alternativas de transferencia al sector privado, son diferentes según se trate de los fondos del Seguro Social o de los bienes que utiliza el Estado para el desarrollo de sus actividades de prestación de servicios públicos. Los fondos y reservas del seguro social provienen del aporte del Estado, los empleadores y asegurados. Según la Constitución XE "Constitución" , estos "fondos y reservas ... son propios y distintos de los del Estado (Art. 59 de la Constitución). Estos fondos se invierten “a través del mercado financiero”.

En todos los demás casos de prestación de servicios públicos enumerados se trata de bienes del dominio privado del Estado (sean inmuebles o equipos), que pueden ser vendidos o arrendados a los particulares conforme las normas descritas anteriormente al tratar de la enajenación de los bienes del Estado.

Alternativas de explotación por parte del sector privado

Es variada la naturaleza jurídica de los instrumentos disponibles para la gestión privada de la prestación. Entre estos se pueden enumerar: a. Permiso (establecimientos de educación privada); b. Prestación de rubros de la seguridad social por contratos del IESS con instituciones particulares; c. Autorización XE "autorización"  para instalación de plantas eléctricas, cuya energía se negocia en el mercado; d. Telecomunicaciones. Venta de acciones de compañías anónimas de prestación del servicio: Andinatel S.A, Pacifictel S.A. y la unidad correspondiente de ETAPA. También se podría autorizar la prestación de servicios a terceros concesionarios, para que hagan las instalaciones por su cuenta—por ejemplo, exclusivamente de fibra óptica y sus equipos propios, sin recibir ninguna instalación pública, lo que es factible, y tal vez preferible, en la actualidad. e. Regulación sobre transporte de correspondencia y de carga por empresas privadas  —correos paralelos. f. Ejecución de obras y prestación de servicios, incluyendo consultoría (Ley de Contratación Pública XE "Ley de Contratación Pública" , Ley de Consultoría XE "Ley de Consultoría" , reglamentos internos para contratos de cuantías inferiores a los mil salarios mínimos vitales); h. Concesión de obra pública XE "concesión:de obra pública" , que autorice a los particulares a construir las obras y hacer las inversiones necesarias, para cobrarse con las tasas de prestación de la actividad (Art. 43, c de la Ley de Modernización).

Medidas de Racionalización

Se requiere centrar la acción del Estado en el control de las prestaciones. Para el correo XE "correos" , estudiar las alternativas técnicas. La normativa pública y la Ley de Modernización permite la venta de activos del Estado y sus instituciones, por causas de racionalización de sus actividades, sin limitarse a los bienes obsoletos, sin uso o inservibles, incluyendo la venta de "empresa en marcha". Para las entidades y empresas que prestan servicios públicos que se van a conservar en manos del Estado, se reproduce lo dicho en otra parte de esta obra sobre las medidas de racionalización indispensables que se recomendaron para las empresas que aprovechan recursos naturales XE "recursos naturales" : “Se requiere una ley que establezca introducción obligatoria de contabilidad XE "contabilidad"  y estados financieros XE "estados financieros"  auditados por empresas independientes de prestigio internacional, realizar e inscribir inventarios de inmuebles, equipos y, en general instalaciones; así como establecer una clara distinción entre los bienes del dominio público que manejan, el precio que deben pagar al Estado por su uso o explotación, el monto de las amortizaciones y revalorizaciones, así como los intereses correspondientes y la determinación de los centros de costo respectivos. Sobre los excedentes, se debería establecer el pago de impuestos, pudiendo invertir lo restante, si existe.”

Instrumentación Jurídica

En el caso de la Seguridad Social, dice la Constitución que será prestada por el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social. Los estatutos vigentes del Seguro Social y las reformas necesarias para considerar la actividad de "aplicación" que hace el IESS como:

- Vigilancia y control de los fondos de la seguridad social, manejados por instituciones financieras privadas de acuerdo con la normativa que expida el Instituto;

- Contratación con instituciones privadas de seguros y de prestación de servicios médicos para el cumplimiento de las tareas que le encomienda la Constitución.

Para telecomunicaciones, la Ley Especial de Telecomunicaciones XE "Ley Especial de Telecomunicaciones"  y su Ley Reformatoria, considera opciones de venta de hasta un 35% del capital de las empresas respectivas, debidamente escindidas, conforme a la misma ley. La opción es permitir la venta del 100% de las acciones al sector privado, con la condición que se puedan negociar libremente en la Bolsa y reservar para el Estado acciones preferidas  —esto es sin voto—  u obligaciones, conforme a la Ley de Compañías. Esto tendría la ventaja de conservar el patrimonio público sin sufrir el dilema de o intervenir en sucesivos aumentos de capital que haga la compañía o abstenerse de intervenir en esos aumentos de capital para quedar minoría. También permitiría la adecuada integración de capitales de la compañía respectiva, capitalización que por ley debería elevarse regularmente.

Disposiciones administrativas, basadas en la Ley General de Puertos XE "Ley General de Puertos"  y Ley de Régimen Administrativo Portuario Nacional, XE "Ley de Régimen Administrativo Portuario Nacional,"  que permiten la expedición de normas para la delegación de la operación portuaria a la iniciativa privada*.

Reformas de la Ley General de Correos XE "Ley General de Correos" * y de la Ley que norma las actividades de los ferrocarriles del Estado* en el sentido que indiquen los estudios técnicos. Conforme a la Ley de Modernización, la empresa puede transformarse en una sociedad anónima, previo a la venta de sus acciones a inversionistas y al público en general o suprimirse.

Normativa que regule la concesión de obra y de servicio público a través del sistema de "Build, Own, Operate and Transfer" (BOOT XE "BOOT, BOT,  BOO" )  —construcción, propiedad, operación y transferencia; "Build, Operate and Transfer" (BOT)  —construcción, operación y transferencia; y, Build, Own, Operate (BOO)   —construcción, propiedad y operación.

En general, proceden las reformas a la Ley de Defensa del Consumidor XE "Ley de Defensa del Consumidor"  y aprobación de una ley sobre Libertad de Comercio y Garantías de la Competencia XE "ley sobre libertad de comercio y garantías de la competencia" , para proteger al usuario público contra posibles prácticas abusivas de entidades privadas que presten esos servicios, a veces en calidad de monopolios, temporales o permanentes.

4. Servicios industriales y comerciales

Los servicios industriales y comerciales que presta el Estado son aquellas de “[e]mprender actividades económicas cuando lo requiera el interés general”*. Los objetivos de los servicios industriales y comerciales son la ejecución de actividades económicas del Estado con fines reales o pretendidos de: a. Sustitución de insuficiencias de los mercados (la ex-empresa pública Ecuatoriana de Aviación, empresas de economía mixta, adquisición de acciones en compañías anónimas); b. Compensación de irregularidades del mercado (Extinguidas empresas ENAC, ENPROVIT, Servicio Nacional de Almacén de Libros del Ministerio de Educación SNALME, Empresa Pesquera Nacional, Empresa de Abonos del Estado, ENDES, empresas de economía mixta); c. Lucro y ocupación de capitales disponibles (Empresa del Seguro Social para colocación de fondos en el mercado de valores, ENPRODE, inversión en acciones de empresas rentables, Banco); d. “Estratégicos” y de seguridad de suministros (TRANSNAVE, ASTINAVE, FLOPEC, compañías de Dirección de Industrias del Ejército); e. “Salvatajes” de bancos “en saneamiento” a cargo de la Agencia de Garantía de Depósitos (AGD).

Naturaleza de los bienes y alternativas de transferencia al sector privado

En todos los casos se trata de bienes del Estado, en actividades realizadas en competencia con el sector privado, susceptibles de venta o arriendo a los particulares. Los fondos públicos pueden depositarse en el sistema financiero privado. Ecuatoriana de Aviación fue privatizada*.

Alternativas de explotación por parte del sector privado

Los particulares no requieren de autorización alguna para ejercer estas actividades de índole comercial o industrial.

Alternativas adicionales de gestión privada

En todos los casos es posible la prestación privada, sin limitaciones.

Medida de Racionalización

Suprimir las actividades del Estado en estas áreas. La Empresa Pesquera Nacional ha sido suprimida*, así como  ENAC y ENPROVIT. El problema de la venta de bancos, es la recuperación de capitales públicos invertidos en su “saneamiento”.

Instrumentación Jurídica

Provisión específica en un decreto ejecutivo, conforme a lo permitido en la Ley de Modernización, que suprime expresamente la actividad comercial o industriales específica, con excepción de los bancos en poder del Estado, cuya enajenación tiene un proceso especial, determinado por la ley.

Normativa legal de la Ley de Modernización permite la venta de activos del Estado y sus instituciones, por causas de racionalización de sus actividades, sin limitarse a los bienes obsoletos, sin uso o inservibles, sea como "empresa en marcha" y venta de acciones o activos.

Expedición de decreto ejecutivo, conforme a lo determinado en la Ley de Modernización, que contemple sistemas expeditos de constitución de empresas públicas como compañías anónimas de capitales públicos con socio único y las modalidades de su venta simultánea o sucesiva de acciones a particulares, sin que por esto se convierta en compañía de economía mixta. Régimen de transición.

Normas sobre inventarios.

Desarrollo de sistemas legales transparentes para deposito en el sistema financiero privado a corto y mediano plazo de fondos públicos provisionalmente disponibles. Reforma de la Ley Orgánica de Administración Financiera y Control XE "Ley Orgánica de Administración Financiera y Control"  (LOAFYC) y la Ley de Presupuestos del Sector Público.

5. Conclusión

Son diversas las acciones procedentes en el Ecuador para los diferentes tipos de propiedad pública de las empresas y otras entidades públicas y privadas. Sus situaciones requieren de tratamiento particularizado y cabe en consecuencia distinguir entre ellas.

En el Ecuador, según el inventario que hizo la extinguida SENDA XE “Secretaría Nacional de Desarrollo Administrativo (SENDA)" , había cerca de cincuenta empresas de propiedad del Estado, de las cuales: 1. Veinte o veintiséis (según se considere a PETROECUADOR y sus filiales como una o como siete empresas) son empresas propiamente "públicas", 15 empresas municipales, especialmente de agua potable y 1 empresa provincial, también de agua potable; todas ellas sujetas al derecho público; 2. 18 empresas eléctricas, como sociedades anónimas; 3. Unas cuantas compañías anónimas en manos del Seguro Social, Banco de Fomento y de la Corporación Financiera por razones principalmente financiera, como son hotel, ingenios, fábrica de cemento, etc.; 4. Un importante grupo especial son las industrias del ejército, principalmente sociedades anónimas y mixtas, que incluyen acería, fundición, siderurgia, banco, hotel, ensambladora de vehículos, minería, camaroneras, plantaciones de flores y otros, sobre las que no se cuenta mayor información; 5. Empresas mixtas variadas, de mayoría estatal, de las cuales no existe mayor información; y 6. Empresas donde el Estado o sus instituciones han adquirido acciones en cantidades varias, por causas de inversión y rentabilidad; como es el caso del Ingenio San Carlos S.A. o La Favorita S.A., por ejemplo, que por tal razón se las incluyó erróneamente en un inventario estatal de empresas públicas, como si fuera una empresa "mixta", es decir constituida por el Estado, sus instituciones y los particulares.

Este último tipo de participación estatal, a través del mercado de inversiones en empresas privadas de capital abierto, para colocación de capitales ociosos del sector público, con fines de rentabilidad exclusivamente, podría ser eventualmente aceptable —indispensable para los fondos del IESS—, sujeto a controles determinados. Algunas de estas inversiones están expresamente permitidas por la Ley Orgánica de Administración Financiera y Control, sometidas a regulaciones y autorizaciones del Directorio del Banco Central.

Las empresas industriales y comerciales del Seguro y de la Corporación Financiera se podrían vender inmediatamente  —aceptando las pérdidas que significan los remates.

Se conoce poco sobre las empresas del Ejército. Se podría objetar si en algún momento, por defender sus negocios, el Ejército presiona a la administración pública para la implantación de medidas monopólicas u oligopólicas que las favorezcan o de competencia desleal con las empresas privadas  —quejas sobre la vinculación de la Aviación Civil con la empresa aérea TAME, por ejemplo; e impedimentos para que mayor competencia disminuya fletes aéreos para exportaciones de flores. 

En cuanto a las empresas mixtas, el Estado y sus instituciones bien se podrían deshacer de la mayor parte de ellas, sin mayores problemas o repercusiones, tal vez rematándolas a sus socios o a otros interesados del sector privado.


